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1. Norma acusada
LEY 1341 DE 2009
(Julio 30)
Por la cual se definen principios y conceptos sobre la sociedad de la información y la organización de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC), se crea la Agencia Nacional de Espectro y se dictan otras disposiciones
 
ARTÍCULO 1o. OBJETO. La presente ley determina el marco general para la formulación de las políticas públicas que regirán el sector de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, su ordenamiento general, el régimen de competencia, la protección al usuario, así como lo concerniente a la cobertura, la calidad del servicio, la promoción de la inversión en el sector y el desarrollo de estas tecnologías, el uso eficiente de las redes y del espectro radioeléctrico, así como las potestades del Estado en relación con la planeación, la gestión, la administración adecuada y eficiente de los recursos, regulación, control y vigilancia del mismo y facilitando el libre acceso y sin discriminación de los habitantes del territorio nacional a la Sociedad de la Información.
PARÁGRAFO. El servicio de televisión y el servicio postal continuarán rigiéndose por las normas especiales pertinentes, con las excepciones específicas que contenga la presente ley.
Sin perjuicio de la aplicación de los principios generales del derecho.
 
ARTÍCULO 4o. INTERVENCIÓN DEL ESTADO EN EL SECTOR DE LAS TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LAS COMUNICACIONES. En desarrollo de los principios de intervención contenidos en la Constitución Política, el Estado intervendrá en el sector las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones para lograr los siguientes fines:
 
PARÁGRAFO. El Gobierno Nacional reglamentará lo pertinente al cumplimiento de los anteriores fines, teniendo en cuenta las necesidades de la población y el avance de las tecnologías de la información y las comunicaciones, así como el estado de desarrollo de la Sociedad de la información en el país, para lo cual, se tendrá en cuenta la participación de todos los actores del proceso, en especial a los usuarios. Se exceptúa de la aplicación de los numerales 4 y 9 de este artículo el servicio de radiodifusión sonora.
 
ARTÍCULO 22. FUNCIONES DE LA COMISIÓN DE REGULACIÓN DE COMUNICACIONES. Son funciones de la Comisión de Regulación de Comunicaciones las siguientes:
[…]
4. Regular el acceso y uso de todas las redes y el acceso a los mercados de los servicios de telecomunicaciones, con excepción de las redes destinadas principalmente para servicios de televisión radiodifundida y radiodifusión sonora, hacia una regulación por mercados.
 
[…]
 
18. Resolver recursos de apelación contra actos de cualquier autoridad que se refieran a la construcción, instalación u operación de redes de telecomunicaciones.
 
ARTÍCULO 72. REGLAS PARA LOS PROCESOS DE ASIGNACIÓN DE ESPECTRO CON PLURALIDAD DE INTERESADOS. Con el fin de asegurar procesos transparentes en la asignación de bandas de frecuencia y la maximización de recursos para el Estado, todas las entidades a cargo de la administración del espectro radioeléctrico incluyendo al Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, la Comisión Nacional de Televisión, deberán someterse a las siguientes reglas:
 Previamente al proceso de otorgamiento del permiso de uso del espectro radioeléctrico de asignación o de concesión de servicios que incluya una banda de frecuencias, se determinará si existe un número plural de interesados en la banda de frecuencias correspondiente.
 En caso de que exista un número plural de interesados en dicha banda, y con el fin de maximizar los recursos para el Fondo de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y el Fondo para el Desarrollo de la Televisión, se aplicarán procesos de selección objetiva entre ellos la subasta.
Cuando prime el interés general, la continuidad del servicio, o la ampliación de cobertura, el Ministerio podrá asignar los permisos de uso del espectro de manera directa.
2. Decisión
Primero.- En relación con la expresión “radiodifundida”, integrada al numeral 4º del artículo 22 de la Ley 1341 de 2009, ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-403 de 2010, mediante la cual la misma fue declarada INEXEQUIBLE.
Segundo.- En relación con la expresión “principalmente” integrada al numeral 4º del artículo 22 de la Ley 1341 de 2009, ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-403 de 2010, mediante la cual se declaró la exequibilidad condicionada de los demás apartes de dicho artículo. 
Tercero.- En relación con las expresiones “el interés general” y “o la ampliación de la cobertura” integradas al inciso final del artículo 72 de la Ley 1341 de 2009, ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-403 de 2010, mediante la cual las mismas fueron declaradas INEXEQUIBLES.
Cuarto.- En relación con la expresión “cuando prime (…) la continuidad del servicio”, contenida en el inciso final del artículo 72 de la Ley 1341 de 2009, ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-403 de 2010, mediante la cual se declaró su EXEQUIBILIDAD condicionada. 
Quinto.- En relación con la acusación de inconstitucionalidad formulada en contra de la expresión “con las excepciones específicas que contenga la presente ley”, prevista en el parágrafo del artículo 1º de la Ley 1341 de 2009, INHIBIRSE de proferir fallo de fondo, por existir una ineptitud sustancial de la demanda.
Sexto.- Declarar EXEQUIBLE, por los cargos propuestos y analizados, el parágrafo único del artículo 4º de la Ley 1341 de 2009, siempre que se entienda, que la facultad atribuida al Gobierno Nacional para reglamentar lo pertinente al cumplimiento de los fines de intervención en el sector de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones , no se extiende al Servicio Público de Televisión, por estar radicada dicha facultad reglamentaria, por expreso mandato constitucional, en la Comisión Nacional de televisión. 
Séptimo.- Declarar EXEQUIBLE, por los cargos propuestos y analizados, el numeral 18 del artículo 22 de la Ley 1341 de 2009, siempre que se entienda que la competencia atribuida a la CRC para resolver los recursos de apelación contra los actos que expida “cualquier autoridad” del sector de las telecomunicaciones, en ningún caso se extiende a los actos proferidos por la Comisión Nacional de Televisión, por tratarse de un organismo autónomo e independiente no sujeto al control de tutela administrativa. 
3. Fundamentos de la decisión 
Verificada la existencia de cosa juzgada constitucional respecto del artículo 22.4 y del inciso cuarto del artículo 72 de la Ley 1341 de 2009, así como la ineptitud del cargo formulado contra un aparte del artículo 1º de la misma ley, por carecer de un contenido normativo concreto que permita adelantar un juicio de constitucionalidad, la Corte se limitó a resolver los problemas jurídicos que se plantean en relación con el parágrafo único del artículo 4º de la Ley 1341 de 1009 y el numeral 18 del artículo 22 de esta ley. 
En primer lugar, la Corte señaló que las normas acusadas hacen parte de una reforma adelantada para lograr la adaptación del régimen de telecomunicaciones al fenómeno de la convergencia, lo cual implicó el replanteamiento de los regímenes de habilitación, regulación, planeación y gestión del espectro existentes hasta el momento, e incluyó a su vez, reformas específicas en materias como las licencias, los derechos y obligaciones que generan el uso del espectro radioeléctrico, la interconexión, la numeración y el servicio universal. El alcance de estas reformas fue precisado en la Sentencia C-403 de 2010, en la cual se señaló que el nuevo marco legal introducía un cambio radical de paradigma, en el que “los objetivos principales dejan de ser establecidos por o en razón de los operadores de telecomunicaciones y su oferta de servicios, y pasan a ser una agenda establecida por la demanda, por los usuarios, quienes deben ser la prioridad de las políticas en una estrategia de impulso de las TIC”, con el fin de lograr un régimen regulatorio acorde con las necesidades de un sector tan dinámico. A la vez, como principios orientadores de la Ley 1341 de 2009, el artículo 2º consagró los de (i) prioridad al acceso y uso de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones; (ii) libre competencia; (iii) uso eficiente de la infraestructura y los recursos escasos; (iv) protección de los derechos de los usuarios; (v) promoción de la inversión; (vi) neutralidad tecnológica; (vii) derecho a la comunicación, a la información, a la ecuación y a los servicios básicos de las TIC y (viii) masificación del Gobierno en Línea.
Ahora bien, en desarrollo de los preceptos constitucionales, el artículo 4º de la Ley 1341 prevé la intervención del Estado en el sector de las TIC , para lo cual realizó una reorganización institucional conformada por el ahora Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y dos unidades administrativas especiales adscritas al mismo, la Comisión de Regulación de las Comunicaciones y la Agencia Nacional del Espectro. Al mismo tiempo, el parágrafo del artículo 4º faculta al Gobierno Nacional para reglamentar lo pertinente al cumplimiento de los fines de la intervención en el sector de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC). Por su parte, el numeral 18 del artículo 22 habilita a la Comisión de Regulación de Comunicaciones (CRC), para resolver los recursos de apelación contra actos “de cualquier autoridad” que se refieran a la construcción, instalación u operación de redes de telecomunicaciones. Estas facultades se cuestionan en la presente demanda, por considerar que violan la autonomía reconocida a la Comisión Nacional de Televisión.
En efecto, la Corte encuentra que la CNTV es titular de una potestad normativa reglamentaria que la habilita para ejercer la función de regulación de la televisión nacional, de conformidad con establecido en el inciso segundo del artículo 77 de la Carta Política, al disponer que “La televisión será regulada por una entidad autónoma del orden nacional, sujeta a un régimen propio”. Esta Corporación ha explicado que la potestad de regulación en cabeza de la CNTV, es en realidad una competencia exclusiva y excluyente, en el sentido que desplaza la facultad reglamentaria del Presidente de la República y de cualquier autoridad, con lo cual se persigue garantizar la independencia en el control y manejo del servicio público de televisión. Así mismo, la jurisprudencia ha señalado que la competencia normativa general dentro del marco de la ley, respecto de la televisión, la tiene la CNTV, buscando con ello indicar que la misma hace parte de las entidades del Estado a las que por vía de excepción, la Constitución les reconoce potestad normativa reglamentaria en campos específicos definidos por la propia Carta. Ha dicho la Corte que la CNTV “goza de una verdadera autonomía, similar a la conferida al Banco de la República y que le permite en todo caso, investigar, sancionar, fijar tasas, formular planes, promover estudios sobre televisión y en general, cumplir todas las tareas que le corresponden como entidad de dirección, regulación y control del servicio público de televisión, teniendo como cabeza principal a su Junta Directiva”. 
En consecuencia, resulta abiertamente contrario a los artículos 76 y 77 de la Constitución, que cualquier autoridad pública, distinta de la propia CNTV entre a reglamentar asuntos relacionados con la prestación del servicio público de televisión, en razón a que se trata de una competencia privativa y reservada, de forma exclusiva y excluyente, a la mencionada entidad. Por consiguiente, la facultad general que le otorga al Gobierno Nacional el parágrafo del artículo 4º de la ley 1341 de 2009, para reglamentar lo pertinente al cumplimiento de los fines de la intervención en el sector de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, sin excluir el servicio público de la televisión, presenta un problema de constitucionalidad. 
Si bien, acorde con el artículo 365 de la Constitución, resulta ajustado a la normatividad superior que se asigne al Gobierno Nacional facultad reglamentaria para intervenir el sector de las comunicaciones, en la medida que se entienda que esa competencia se otorga sin ningún tipo de excepción para todos los sectores de las comunicaciones, la norma resulta inconstitucional. Por ello, la Corte procedió a declarar la exequibilidad condicionada del parágrafo del artículo 4º de la Ley 1341 de 2009, en el sentido de que se entienda que dicha facultad reglamentaria no se extiende al servicio público de televisión, radicada por expreso mandato constitucional, en cabeza de la Comisión Nacional de Televisión.
De igual manera, la Corte ha sido clara en manifestar que en virtud de la autonomía reconocida a la CNTV, esta no se encuentra sometida a la jerarquía tradicional de la administración pública, lo cual se traduce en que sus decisiones, adoptadas dentro del marco de sus funciones, no pueden ser controladas, revisadas, ni revocadas por las autoridades que hacen parte del Gobierno Nacional, a la manera de una especie de control de tutela administrativa, pues contraría el propósito del constituyente de lograr que el servicio público de televisión se preste en beneficio del bien común, libre del control e injerencia de las autoridades administrativas. Con ello, no ha pretendido la jurisprudencia excluir a los actos proferidos por la CNTV del control de legalidad, toda vez que en virtud de los principios de legalidad y colaboración armónica y del sometimiento de dicha entidad a la Constitución y a la ley, las decisiones de la CNTV se encuentran sujetas al control fiscal, político, disciplinario y judicial de los órganos constitucionales que ejercen estos controles. 
Frente a la Comisión de Regulación de las Comunicaciones, la Ley 1341 de 2009 (art. 19), la define como Unidad Administrativa Especial, sin personería jurídica, adscrita al Ministerio de las Tecnologías de la Información y Comunicaciones. De esta forma, por hacer parte de los órganos de la administración central, no puede ser habilitada por la ley para revisar por la vía del recurso de apelación, los actos que expida la CNTV. Por lo tanto, no es posible entender que el numeral 18 del artículo 22 de la Ley 1341 de 2009, incluya en los recursos de apelación contra los actos de “cualquier autoridad” , a los actos expedidos por la Comisión Nacional de Televisión. En este sentido, se declaró la exequibilidad condicionada del numeral 18 del artículo 22 de la Ley 1341 de 2009. 
